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			Introducción 




			



			 






			Las cosas que hay que saber sobre las comunidades de propietarios se nos han presentado muchas veces en nuestra vida cotidiana. De ahí que cada una de las preguntas de este libro empiece con una anécdota concreta, que fue la chispa que originó las preguntas que nos hacemos, a partir de las cuales exponemos diferentes situaciones que suelen darse entre vecinos, inquilinos, propietarios y viviendas. 




			Nuestra experiencia en el despacho de abogados y en distintos consultorios legales abiertos al público en general nos ha servido también para sondear las cuestiones de mayor relevancia vecinal. 




			El derecho de las comunidades de vecinos o la llamada propiedad horizontal es una materia regida por una ley muy imperfecta, que precisa para su correcta comprensión del examen de casos concretos. Es una materia idónea para una exposición asequible del Derecho, un conocimiento que se nos ha enseñado muchas veces, pero desgraciadamente de forma lejana y teórica, sobre todo, en nuestros textos universitarios.  




			Tratamos de exponer, de forma sencilla, las cosas esenciales que deben saberse. Por ello, este libro va dirigido principalmente a cualquier vecino, en lugar de al profesional. No obstante, como en toda obra jurídica, es necesaria cierta precisión y no nos ha quedado más remedio que citar sentencias y preceptos legales cuando hemos considerado que eran necesarios; sin embargo, contribuirán en buena medida a ofrecer soluciones a los lectores. 




			Las sentencias del Tribunal Supremo que citamos pueden consultarse en la página www.poderjudicial.es; hemos dado la referencia ROJ para su localización. También muchos textos legales actualizados están ya a disposición de todos en internet y en portales jurídicos como, por ejemplo, www.noticias.juridicas.com. Hemos citado sentencias de audiencias provinciales, tan presentes en la propiedad horizontal, con la referencia de la editorial jurídica Sepin, ya que su resumen puede también ser leído gratuitamente por todos en www.sepin.es. La referencia que se cita se puede introducir en la citada página web como medio de búsqueda más directo. 




			El lector curioso que acceda a estas resoluciones profundizará en la respuesta a las preguntas que planteamos y advertirá la multitud de matices que tiene esta materia jurídica. 




			Por razones de extensión, el libro no considera las particularidades de la propiedad horizontal catalana, para la que la propiedad horizontal común sólo es suplementaria en la medida en que no contradiga sus disposiciones específicas ni los principios generales que la informan. 


			

			Esta obra, por tanto, mantiene un equilibrio entre la simplificación y el rigor, dando prioridad a la primera, aunque se pierdan los matices habituales a los que puede llegar una obra jurídica general. Sólo el lector sabrá si el citado ejercicio ha sido resuelto satisfactoriamente. 
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			¿Qué es y cuándo se constituye una comunidad de propietarios?  






			 






			Tras finalizar la construcción de un edificio, el promotor se dio cuenta de  que en la escritura de división horizontal que describe las características  del edificio había omitido una reserva a su favor para colocar un letrero  en la azotea. Si quería colocar un letrero tenía que corregirla. Elaboramos todos los cambios y se realizó la rectificación ante notario. Todo parecía ir bien hasta que el registrador de la propiedad nos llamó: se negaba a inscribir el cambio, porque ese mismo día, con anterioridad y sin  que supiéramos nada, el promotor había escriturado y entregado dos viviendas. Así pues, ya existía una comunidad de propietarios y los recientes compradores no estaban de acuerdo con la reserva para el letrero. 




			



			 


			

			





			Clave: La comunidad de vecinos existe desde el momento en que se entrega la primera vivienda al comprador. Entonces habrá dos propietarios. 




			




			 






			Se dice que hay comunidad cuando un bien o derecho pertenece a varias personas. En términos generales, las comunidades de propietarios pueden ser comunes, cuando el edificio no se encuentra dividido por pisos y a cada propietario le corresponde una cuota ideal o imaginaria sobre el mismo, o pueden ser propiedades horizontales, cuando el edificio ha sido dividido en espacios susceptibles de aprovechamiento independiente (viviendas, garajes, etcétera) y en elementos comunes (pasillos, portales, etcétera). En las propiedades horizontales, a cada condueño le corresponde la propiedad exclusiva sobre una vivienda más una copropiedad sobre los elementos comunes. 




			Se puede decir también que la propiedad horizontal es una propiedad no del todo dividida, porque, si bien es verdad que hay elementos que pertenecen en exclusiva a los condueños, éstos no pueden dejar de ser copropietarios de los elementos comunes y deben permanecer en comunidad o vender su parte privativa junto con la común.  




			La propiedad horizontal es un estado intermedio entre la comunidad de propietarios común, con cuotas imaginarias no determinadas en zonas concretas del edificio, y aquella comunidad de propietarios que permite su escisión física, e incluso su extinción, mediante la adjudicación de sus partes a cada copropietario. Por ejemplo: una gran finca rústica.  




			Cuando en este libro hablamos de comunidad de propietarios, en realidad nos referimos siempre a la propiedad horizontal. La definición legal de propiedad horizontal la recoge el artículo 396 del Código Civil, que luego se desarrolla en la Ley de Propiedad Horizontal, y a él nos remitimos también.  




			La comunidad de propietarios se genera desde el momento en que el promotor proyecta el edificio. Para tal fin, y sobre la base de un proyecto, el promotor declara ante notario la obra nueva que va a efectuar sobre el solar y, en el mismo momento o posteriormente, describe dicha obra mediante una escritura pública denominada división horizontal. Esta escritura de división horizontal consiste en una detallada descripción del edificio y debe coincidir con lo aprobado administrativamente por la licencia de obras. Esta escritura es el título constitutivo de la comunidad de propietarios, del que hablaremos en el tercer capítulo. 




			Mientras el promotor sea el único propietario, la comunidad de propietarios no puede constituirse jurídicamente. Así que no existe. A esto se le llama situación de prehorizontalidad: se trata de una situación jurídica en la que las viviendas están proyectadas, pero todavía no están concluidas ni entregadas a sus destinatarios.  




			La comunidad de propietarios existe desde el momento en que el promotor entrega la primera vivienda al comprador. A partir de ese momento, ya hay varios (dos) propietarios, por lo que deben estar sujetos al régimen legal de la propiedad horizontal. 




			No debemos confundir la constitución legal de la comunidad de propietarios con su puesta en funcionamiento. Ésta se pone en marcha mediante una primera junta de vecinos, en la que se designan los cargos necesarios para la toma de decisiones (presidente, secretario, administrador, etcétera), la suscripción de los contratos de suministros básicos y otras decisiones relevantes.  




			Muchas veces ocurre que, dado que al promotor le interesa cuanto antes trasladar los gastos de funcionamiento a la comunidad, los compradores delegan su voto en el promotor, por medio de los propios contratos de compraventa de vivienda sobre plano, para que adopte las decisiones más importantes o urgentes. O también se suele solicitar a los compradores una provisión de fondos para atender estos conceptos. El problema que se presenta es que estas cláusulas pueden encerrar actuaciones abusivas. Por ejemplo: la contratación de una empresa concreta para el mantenimiento de determinado servicio y durante un largo tiempo. En estos casos, es recomendable que los compradores se anticipen y convoquen una junta en la que ellos mismos hagan acto de presencia. En realidad, las cláusulas, más que una delegación de voto en función de los criterios del propio comprador, son poderes en blanco a favor del promotor. 




			No es de extrañar que, en edificaciones nuevas, las comunidades de propietarios ya administradas por sus destinatarios quieran renovar los primeros acuerdos adoptados por el promotor, incluso cambiando al administrador (cuando no se fían). Evidentemente, cada caso debe ser analizado para estar seguros. Pero, desde luego, no todos los acuerdos del promotor perjudican a los propietarios. 
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			¿Puede una comunidad de propietarios construir un edificio?  




			



			 






			Un vecino, tras sufrir en su domicilio problemas de aislamiento acústico  y no recibir solución, decidió demandar a su comunidad de propietarios.  Dirigió la demanda a su presidente. Y éste nos llamó alarmado, preguntándonos por qué su propio vecino estaba exigiendo responsabilidades a  su propia comunidad. El abogado del vecino había confundido la comunidad de propietarios con la comunidad que promovió la construcción  del edificio. 




			



			 


			

			





			Clave: Hay que distinguir las comunidades que construyen viviendas de las comunidades de propietarios.  




			




			 






			Con esta pregunta queremos arrojar luz sobre la habitual confusión que hay entre la construcción de viviendas en régimen de comunidad, con la comunidad de propietarios posterior, que es el objeto de este libro.  




			Como hemos avanzado en la anterior pregunta, la comunidad es la concurrencia de varias personas en la titularidad de un bien o derecho. Aparte de las cooperativas de viviendas, que son promotores inmobiliarios para ceder las viviendas principalmente a sus socios, existen comunidades, distintas a las que aquí analizamos, que también son promotores de viviendas para cederlas a sus condueños.  




			Estas comunidades podrían denominarse prehorizontales, ya que su puesta en funcionamiento es anterior a la comunidad de vecinos. Su objeto principal es la construcción y entrega de las viviendas mediante su adjudicación a los condueños. Dicha comunidad puede coexistir con la propiedad horizontal, aunque no es habitual. El funcionamiento de estas comunidades, también denominadas ad aedificandum, tiene su razón de ser en el gestor de la comunidad. Además, tienen unos estatutos propios que regulan su desarrollo, sus propios órganos asamblearios y de administración (a veces la gestora es la administradora de la comunidad), y un coeficiente de participación en el coste total de la promoción. Su comportamiento es más parecido al de una empresa que al de una comunidad de vecinos. Por ejemplo, la participación de los condueños es escasa, puesto que la gestora actúa en su nombre en función de unos poderes generales específicos e irrevocables hasta la conclusión de las viviendas.  




			Lo más importante de todo esto es que la confusión entre los dos tipos de comunidades principalmente se produce cuando algún adjudicatario insatisfecho quiere depurar responsabilidades por vicios constructivos o incumplimientos contractuales. La confusión es real, porque cuando estén terminadas las casas, la comunidad prehorizontal o ad aedificandum debería liquidarse y extinguirse, si no hay más problemas.  




			Jurídicamente, es posible que la comunidad promotora funcione como si de una propiedad horizontal se tratara, pero en la práctica esto es muy infrecuente, dado que la Ley de Propiedad Horizontal (en adelante, LPH) no está pensada para la construcción de viviendas.  




			Por todo lo anterior, podemos concluir que cualquier comunidad de propietarios puede construir o rehabilitar viviendas, aunque su marco legal no es el idóneo para dicha actividad. No podríamos pretender que una comunidad de propietarios llevara a cabo una rehabilitación integral de un edificio, porque esto sería prácticamente un sueño: cualquier actuación sobre la fachada precisaría de unanimidad. Si se quiere potenciar la rehabilitación en edificios divididos horizontalmente, la ley debería tener en cuenta esta circunstancia y flexibilizar este tipo de acuerdos, entre otros aspectos.  




			

	    


	 	

	    

            



			 


			

			03




			 






			¿Qué diferencia hay entre estatutos, título constitutivo y otros reglamentos? 




			



			 






			Al iniciarme en la propiedad horizontal le pregunté a un compañero más  experto en la materia: «¿A qué se refiere la ley cuando habla de título  constitutivo?». A lo que él contestó: «A la escritura de división horizontal».  Extrañado, le repliqué: «¿No sería más sencillo decir eso, en lugar de dos  palabras tan abstractas como “título constitutivo”?». Él respondió: «Te he  dado una respuesta sencilla, pero no exacta». 




			



			 


			

			





			Clave: El título constitutivo describe y configura la comunidad. Los estatutos regulan los derechos y las obligaciones esenciales. Y el reglamento sistematiza los detalles de la convivencia vecinal. Pero ninguno de ellos es imprescindible para que exista la propiedad horizontal.  




			




			 






			El título constitutivo es un documento esencial, pero no indispensable en toda propiedad horizontal. Existen propiedades horizontales atípicas que se sujetan a la LPH, aunque carezcan de título. Por ejemplo, edificios cuya configuración presenta elementos comunes y privativos, algunas casas empotradas o casas a caballo, edificaciones sobre suelos ajenos al propietario de la edificación, etcétera.  




			El título describe y configura el inmueble en su conjunto, y los elementos, los servicios y las instalaciones comunes con los que cuenta. A su vez, describe los pisos, locales u otros espacios susceptibles de aprovechamiento independiente, mencionando su uso, superficie, planta, linderos, numeración y demás limitaciones que puedan recaer sobre su dominio. Estas limitaciones serían las que explica el artículo 5.1 de la LPH: servidumbres, reservas, prohibiciones de uso, etcétera.  




			El título constitutivo también debe reflejar la cuota de participación que cada piso o local mantiene con respecto al resto de los elementos comunes. Suele ser otorgado por el promotor en el momento de declarar la obra nueva mediante una escritura pública denominada división horizontal. Dicha escritura es susceptible de inscripción en el Registro de la Propiedad. Puede modificarse por acuerdo unánime de todos los propietarios o por resolución judicial o arbitral.  




			Aunque haya elementos que no aparezcan descritos en el título constitutivo, forman parte de la propiedad horizontal y deben ser calificados como privativos o comunes, según su naturaleza.  




			Los estatutos, que son susceptibles de inscripción en el Registro de la Propiedad, regulan, sin poder saltarse lo previsto en la ley, los derechos y obligaciones esenciales que afectan a los elementos descritos en el título constitutivo. Según el artículo 5.3 de la LPH, son derechos y obligaciones esenciales, por ejemplo: la calificación del espacio en privativo o común; las cláusulas que autoricen la agrupación o división de locales; la fijación de actividades o usos prohibidos en pisos o elementos comunes; la determinación de un uso concreto para un espacio común; etcétera. 




			El reglamento de régimen interior, también de carácter opcional, tiene por finalidad desarrollar los estatutos, regulando los detalles de la convivencia para el correcto uso de un elemento común, una instalación o un servicio, y no son susceptibles de inscripción en el Registro de la Propiedad. Por ejemplo, según el artículo 6 de la LPH, son elementos comunes: la fijación de aforos; las normas de utilización de la piscina o el gimnasio; la prohibición de determinados juegos infantiles; el horario de recogida de basuras; etcétera. 




			El hecho de que una cláusula venga expuesta en los estatutos, en el título constitutivo o en el reglamento de régimen interior no determina su naturaleza. Es decir, puede haber normas o pactos comunitarios que vengan reflejados en los estatutos, pero puede ser que, en realidad, se trate de asuntos reglamentarios o viceversa.  




			La distinción entre estatutos, título constitutivo y reglamento de régimen interior es realmente importante, porque la ley, para modificar el título constitutivo o los estatutos, exige la unanimidad; en cambio, para modificar el reglamento de régimen interior exige la mayoría. La diferencia es clara. 




			Es muy frecuente que se tenga que litigar por interpretaciones en esta materia, lo que provoca, ya desde hace muchos años y por parte de los agentes implicados en este sector, un toque de atención al legislador, al que se le solicita mayor exactitud que dote de mayor seguridad jurídica. Es una de las imperfecciones de la ley.  
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			¿Qué es y cómo se calcula la cuota de participación? 




			



			 






			Como consecuencia de un error, se hicieron constar, en la escritura de  obra nueva y división horizontal de un edificio, unas superficies de las viviendas que no se correspondían en la realidad. Al realizar la escritura,  en lugar de basarse en el último proyecto de ejecución de obra, tomaron  como referencia uno antiguo. Aunque la escritura aportaba datos erróneos, se inscribió en el Registro de la Propiedad. Meses después, tras comprobar que los datos de la escritura no eran correctos, se pensó que, como  resultaría muy caro pagar una nueva escritura que indicara las superficies correctas, lo mejor sería ajustarlas a ojo, manteniendo los coeficientes iniciales para que todo cuadrara. Desgraciadamente, el tema terminó  en un pleito que resultó mucho más caro que cualquier corrección que se  pudiera haber hecho antes.  




			



			 


			

			





			Clave: La cuota de participación representa la proporción existente entre la superficie de una vivienda y la superficie total del edificio. 


			

			


			

			 




			El coeficiente o la cuota de participación debe figurar en el título constitutivo de la comunidad. Representa la proporción o el porcentaje existente entre la superficie de una vivienda y la superficie total del edificio, de modo que la suma total de cuotas de todos los pisos debe ser igual al ciento por ciento.  




			En muchos casos, se pone en relación la superficie útil de la vivienda con la suma total de superficies útiles de todas las viviendas. O bien la superficie construida de la vivienda en relación con la total del inmueble.  




			La magnitud superficie útil no es arbitraria, sino que suele estar definida por la normativa urbanística o administrativa. Por ejemplo, en casos de vivienda protegida en Madrid, se considera útil la superficie del suelo de la vivienda, cerrada por el perímetro definido por la cara interior de sus cerramientos con el exterior o con otras viviendas, locales o zonas de cualquier uso. Asimismo, incluye la mitad de la superficie útil de los espacios exteriores de propiedad privada de la vivienda, tales como terrazas, tendederos, balcones u otros.  




			Para el cálculo del coeficiente, la ley exige que se haga atendiendo, además, a criterios como el emplazamiento de la vivienda, su situación y el uso que se presuma racionalmente que va a efectuarse de los servicios y elementos comunes, según lo expuesto en el artículo 5.2 de la LPH.  




			La cuota también representa la importancia en materia de derechos políticos (derecho de convocatoria, voto, asistencia, etcétera) que tiene el propietario del piso con respecto al conjunto del edificio. También sirve como criterio de imputación de la mayoría de beneficios, indemnizaciones y gastos de la propiedad horizontal. Al formar parte del título constitutivo, su alteración exige unanimidad y viene determinada por el promotor.  




			En la práctica, la fijación de la cuota obedece a los criterios más sencillos de cálculo (normalmente superficies), y se descuidan otros aspectos tan importantes como la altura o la orientación, lo que acarrea verdaderas injusticias. Por ejemplo, es posible que no se tomen en consideración los derechos de uso exclusivo que áticos o bajos tienen sobre jardines o terrazas, y éstos presenten una cuota de participación muy inferior a la que tiene un piso primero, cuyo valor de mercado es inferior y, en cambio, su participación en gastos comunes es mayor. 




			También hay criterios muy útiles que casi nunca se utilizan y que la ley no prevé, como es el valor de mercado del inmueble en el momento de su finalización. Téngase en cuenta que el promotor o el arquitecto lo que quieren es vender y proyectar correctamente, sin detenerse en el cálculo de un correcto ajuste de cuotas. 




			Dicho lo anterior, sólo cuando estemos ante situaciones de un claro desequilibrio, merecerá la pena litigar, porque habrá que demandar a todos y a cada uno de los vecinos que se opongan a la modificación. Es decir, la legitimación pasiva en este tipo de procedimientos es compleja. 
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